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La novedad más importante que se ha producido con el cambio normativo 
ado a mediados del año pasado es, sin lugar a dudas, las numerosas 
·siones que a partir de la modificación del Estatuto de los Trabajadores se 
n a los Convenios Colectivos, a los acuerdos de empresa y, en su caso, al 
o individual entre empresario y trabajador. 
Frente a la situación anterior en la que la Ley, por definición, ha tendido a 
m ogeneizar la relación laboral con independencia del tamaño de la empre-
g, del sector de la actividad o de otras peculiaridades, en la actualidad el 
nvenio Colectivo se configura como un elemento normativo de singular 
evancia, siendo su consecuencia más inmediata la capacidad de adaptación 
la normativa general a las especiales circunstancias de las empresas afectadas 
r el ámbito del Convenio. 
Desaparece así, en teoría, uno de los factores de rigidez de la relación laboral, 
universalidad de condiciones y circunstancias, incompatibles, en muchos 
s, con la necesaria flexibilidad que debe presidir la actividad de las empresas. 
La práctica simultaneidad de la tramitación de estas modificaciones norma-
- as con el proceso de negociación, entre otras razones, conllevaron el que en 
994 sólo muy escasos Convenios recogieron los cambios que desde mediados 
año posibilita la nueva redacción de normas laborales, siendo los más 
-gnificativos los que afectan al Estatuto de los Trabajadores. 
No se trata sólo de modificaciones legales de mayor o menor intensidad. Se 
ce preciso renovar los comportamientos de los negociadores, algo que viene 
1a:igido por la necesidad de competir, y para hacerlo la empresa española 
ecesita flexibilizar su organización productiva, acomodando sus costes labo-
nles a las exigencias del mercado. 
La llamada reforma laboral ha remitido al poder de dirección del empresa-
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río algunas decisiones en las que, hasta ahora, era necesaria la intervención de 
la Autoridad Laboral a través de un expediente administrativo (modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo, movilidad geográfica, traslados y 
desplazamientos ... ). A pesar de todo, subsisten otras intervenciones, extrañas a 
la vida misma de la empresa, que constituyen injerencias injustificadas y que 
tienden a encarecer, artificialmente, la administración de los recursos huma-
. nos y el coste del trabajo, (por ejemplo, paralización por la Autoridad Laboral, 
hasta por 6 meses, de le efectividad del traslado, Artículo 40 del Estatuto de los 
Trabajadores). · 
Desde la óptica de nuestro análisis lo que más importa son aquellas 
cuestiones remitidas al ámbito de la Negociación Colectiva. La mayor parte de 
las remisiones de la Ley se hacen al Convenio Colectivo si bien es también 
posible el tratamiento de algunas de ellas en el nivel de empresa, e incluso 
mediante el acuerdo individual. 
A partir de la reforma es preciso que se analice, previamente, la incidencia 
que las distintas materias que se contemplan en el Convenio tiene para un 
adecuado desenvolvimiento de la actividad de las empresas y, a partir de ahí, 
diseñar la negociación de forma coherente, en el horizonte temporal adecuado, 
ya que nada obliga a que la totalidad de las materias transferidas al Convenio 
hayan de ser negociadas en un sólo ejercicio. No serían, en este sentido, 
comprensibles desde la lógica de la actividad empresarial, o económica en 
general, aquellas negociaciones en las que se pacten únicamente salarios 
reducidos, o paz social, a cambio de renunciar a incorporar al Convenio 
aquellas materias que la Ley declara disponibles. 
Hemos de recordar que en el anterior esquema normativo se prohibía la 
afectación de un Convenio por otro de ámbito distinto, salvo pacto en 
contrario. La nueva redacción del artículo 84 del Estatuto de los Trabajadores 
prevé que los sujetos debidamente legitimados puedan negociar acuerdos o 
convenios de un ámbito determinado superior al de la empresa, afectando .en 
su integridad a otros de ámbito superior, salvo en algunas materias específicas 
(período de prueba, modalidades de contratación, grupos profesionales, régi-
men disciplinario, normas mínimas de seguridad . e higiene y movilidad 
geográfica). 
Se ha invertido, pues, la excepción a la previsión de concurrencia con otro 
convenio ya vigente, a la que se refería el antiguo artículo 84 de la Ley 8/80. 
Resulta, por tanto, aconsejable que la articulación de convenios se produzca de 
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manera ordenada, de modo que se evite una fragmentación negocia! que, por 
o común, a nadie interesa. 
Hay que afrontar la modificación del contenido de los Convenios, en la 
dimensión en que ello sea preciso, a fin de acomodarlos al nuevo marco laboral. 
La reciente pérdida de vigencia, total o parcial de un buen número de 
O rdenanzas y Reglamentaciones de Trabajo, y la desaparición definitiva, a 
finales del presente año, de las que han sido prorrogadas, contribuye sin duda 
a la nueva configuración que se reclama del Convenio Colectivo. Ahora bien, 
o basta la letra del Diario Oficial si el Convenio no es fiel reflejo de una 
concepción más moderna, eficaz y productiva de las relaciones laborales, en la 
m al el Convenio Colectivo debe ser entendido y aplicado como instrumento 
en favor de la competitividad en la empresa. 
En tal sentido, con fecha 30 de Enero, CEOE, CEPYME, UGTy CCOO, en 
id marco de una reflexión general sobre la situación por la que atraviesa nuestro 
país, acordaron una serie de iniciativas entre las cuales cabe destacar la de: 
"Impulsar a las respectivas Confederaciones Condeferadas a que aborden 
oon la fluidez necesaria el proceso de negociación colectiva durante 1995, a fin 
e que ésta se desarrolle en un contexto de entendimiento, presidido por los 
'terios de propiciar mayor crecimiento de nuestra economía y creación de 
1mipleo". 
Adicionalmente las Organizaciones antes enumeradas han acordado pro-
'seguir con los trabajos que se derivan del Acuerdo lnterconfederal en materia 
·e Ordenanzas y Reglamentaciones de Trabajo, así como la iniciación de los 
contactos técnicos pertinentes que permitan, en su momento, la conclusión de 
Acuerdo Nacional sobre Mediación, Arbitraje y Conciliación en el ámbito 
ral. 
De otra parte, el verbo "impulsar" empleado en el Comunicado Conjunto, 
referido a la conveniente fluidez del proceso de negociación colectiva de 1995, 
ha de ser entendido como una mera expresión retórica, carente de 
:significado ninguno. 
El desempleo constituye en la actualidad el principal problema de nuestra 
a:onomía y es el verdadero factor diferenciador en relación con el resto de las 
uonomías comunitarias. 
Todos los indicadores disponibles sobre el mercado de trabajo español 
uestran una situación cualitativamente peor a la de los países de nuestro 
torno. También nuestra economía, por razones estructurales de diversa 
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índole, presenta una elevada tasa natural de desempleo y requiere un crecimien-
to intenso del PIB para generar en términos netos nuevos puestos de trabajo. 
Algunos de estos problemas son de carácter estrictamente económico y no 
pueden solucionarse con medidas jurídicas o que dependan de una determina~ 
da ordenación legal del mercado de trabajo. Sin embargo, es cierto que una 
ordenación jurídica apropiada puede facilitar la generación o el mantenimien-
to del empleo, por cuanto puede ser adecuada o inadecuada para las exigencias 
del sistema productivo y de las empresas. 
Existe en este sentido una intensa discusión acerca de la adecuación o no del 
mercado de trabajo, en particular de la regulación de las relaciones laborales, 
a las necesidades que se derivan de las circunstancias económicas y productivas 
actuales. 
La regulación del mercado de trabajo para hacer frente a las exigencias 
económicas presentes tiene que responder a criterios nuevos. En particular, la 
reforma de nuestro sistema de relaciones laborales ha de plantearse profunda-
mente a lo largo de tres grandes líneas directrices. 
En primer lugar se debe construir un sistema de relaciones laborales más 
libre y más flexible, liberándolo de ataduras administrativas excesivas como la 
tutela de la Administración y ampliando las facultades de decisión del empre-
sario y de adaptación de la empresa, potenciando en definitiva los mecanismos 
de participación, cooperación y colaboración en el seno de la empresa, sin que 
ello implique un aumento excesivo de la discrecionalidad empresarial. 
En segundo lugar, la reforma del mercado de trabajo debe conseguir un 
adecuado equilibrio entre los factores de flexibilidad. La búsqueda de la 
flexibilidad debe hacerse por varios caminos y no solamente por la vía del 
abandono de las relaciones de duración indefinida mediante la contratación 
temporal. Las relaciones laborales basadas en la temporalidad exclusivamente 
entran en contradicción con las exigencias actuales del sistema económico, 
como son las necesidades de calidad, formación continua, u otras; aunque 
tampoco se puedan inspirar las relaciones laborales en la filosofía de rigidez de 
antaño. 
Por últiino, la reforma del mercado de trabajo ha de atribuir un nuevo papel 
a la negociación colectiva, replanteándolo y revisándolo en profundidad, para 
favorecer su adaptación a la nueva realidad económica y productiva que 
demanda regulaciones cada vez más diversas y flexibles, tal y como se ha 
impuesto y se está imponiendo en todo el entorno del mundo occidental donde 
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os encontramos inmersos, y donde se ubican los más directos competidores 
nuestras empresas. 
La reforma del mercado de trabajo que ha tenido lugar hasta ahora no tiene 
rodavía un tiempo de experimentación suficiente como para extraer conclusio-
es definitivas y por ello podemos convenir que una perspectiva temporal de 
sólo un año de esta "reforma del mercado de trabajo" no nos da todos los 
d ementes de juicio necesarios para valorar, en su conjunto, el alcance y si se han 
oonseguido los objetivos de las exposiciones de motivos de las leyes reformadoras. 
o obstante, sirva de antemano, o advierto de antemano que, en principio, a 
organizaciones empresariales estas reformas les parecen relativas y cierta-
mente tímidas. 
Yo quisiera enunciar y desarrollar, en la medida que pueda, cuáles son los 
contenidos exactos de la reforma que, como dijo el expresidente del Tribunal 
Constitucional en una intervención en la Universidad Menéndez Pelayo, el 
año pasado en Sevilla, que en realidad habría ya que dejar de hablar de tal 
reforma para aplicarla, pero vamos a ver, en primer lugar, qué es lo que la 
misma contiene. En realidad, yo destacaría cuatro grandes bloques que 
modificaron lo que hoy es, o dieron lugar a lo que es hoy el Texto Refundido 
e la Ley del Estatuto de los Trabajadores (LE'D. En este sentido habría que 
ecir que las leyes reformadoras se centraron en cuatro cuestiones: 
- En primer lugar, en la relación individual de trabajo a la que me referiré 
en cuanto a la entrada, desarrollo y extinción de la relación laboral, para 
realmente enjuiciar cuales son los elementos puntuales de reforma, y si ésta ha 
ºdo realmente intensa. 
-En segundo lugar, es una cuestión que muy pocas veces se oye, por no decir 
ninguna, también la Ley 11/94 de 19 de Mayo modificó los artículos 69 y 
siguientes del antiguo Estatuto de los Trabajadores, con referencia al procedi-
miento de elección a representantes de los trabajadores en las empresas, 
ronocido como elecciones sindicales. Esto nunca se dice, pero también forma 
parte de la reforma y nunca se han oído muchas quejas al respecto. 
-El tercer bloque de reforma, es la intermediación en el mercado de trabajo; 
es decir, aquellos mecanismos que permiten concertar oferta y demanda 
laborales. Y por último. 
- El cuarto gran bloque, las relaciones colectivas de trabajo. 
En el primer bloque, el referido a la relación individual de trabajo, en cuanto 
a la contratación, ¿qué reformas sustanciales se han producido?, las siguientes: 
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En primer lugar, se ha creado un contrato, una modalidad contractual que no 
existía ni siquiera en los antecedentes más remotos, salvo en el nombre y han 
desaparecido otras posibilidades de contratación de los trabajadores por parte 
de las empresas. El contrato al que inicialmente me refería es el contrato de 
aprendizaje; un contrato inventado por el Gobierno para servir de inserción 
social y llamado "formativo". Realmente este es un contrato no demandado 
en absoluto por las organizaciones empresariales. Las organizaciones empresa-
riales si que es cierto que demandaban un contrato de aprendizaje, pero no este 
tipo de contrato de aprendizaje, sino recuperar el viejo contrato de aprendizaje 
de la Ley de Contrato de Trabajo para aquellos trabajos, para aquellos oficios 
donde el aprendizaje era muy palpable desde el inicio de la relación laboral. 
Bien este contrato, que en principio el INEM le dio un gran "bombo" porque 
se celebraban muchos, ha decrecido espectacularmente en los últimos tiempos 
porque realmente el empresario "se tienta mucho la ropa" a la hora de hacer 
este contrato de aprendizaje, puesto que su indefinición jurídica le pueda crear 
más problemas de los que aparentemente le pueda resolver. Naturalmente no 
es nuestra misión hablar del lado de los trabajadores, de lo que supone el 
contrato de aprendizaje pero claramente no hay más que leer la ley. 
La otra cuestión, quizá el verdadero y único elemento de flexibilidad que ha 
tenido la reforma en materia de contratación han sido los contratos a tiempo 
parcial, que no son una modalidad contractual realmente, sino una modalidad 
de ejecución del contrato. Se han eliminado, ahí si, todas las rigideces relativas 
al contrato de ejecución a tiempo parcial, pero hay que tener en cuenta que el 
contrato a tiempo parcial puede ser, bien por tiempo indefinido, bien de 
duración determinada y, además dos modalidades en realidad, de contrato de 
ejecución a tiempo parcial. 
En cambio, por contra, se han eliminado posibilidades de integración en el 
mercado laboral dejando simplemente en residuo la contratación temporal 
como medida de fomento del empleo. Realmente la contratación temporal, no 
confundiéndose con los contratos de duración determinada que han existido 
toda la vida y siempre existirán, como medida de fomento de empleo, entre 
1984y1989 realmente se crearon muchos puestos de trabajo, y también es cierto 
y hay que reconocerlo así, que existe una alta tasa de temporalidad en la 
contratación en España. Luego explicaremos las causas de esa alta tasa de 
temporalidad, pero insistiré en la rigurosidad de no mezclar contratos de 
duración determinada por un lado, es decir, obra o servicio, interinidad, 
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eventual y lanzamiento de nueva actividad o apertura de un nuevo centro de 
trabajo y también el que creó la ley de empresas de trabajo temporal para cubrir 
un puesto de trabajo durante tres meses mientras hay un proceso de selección 
de personal, esas son las modalidades y, en cambio, los contratos temporales 
como medida de fomento de empleo han quedado en modalidades realmente 
residuales a las que existían en 1984. 
En el desarrollo de la relación laboral sí que parece, o al menos esa era la 
intención de la exposición de Motivos de la Ley 11/94 de 19 de mayo, y de los 
principios declarados por las autoridades laborales del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, que se propugnaba una flexibilización en el desarrollo de la 
relación laboral o en el contrato de trabajo. 
Bien, esa flexibilización, se da en los artículos 40 y 41 del Estatuto de los 
Trabajadores, es decir, en la movilidad geográfica y en la modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo. En ambos artículos no hay una 
posibilidad arbitraria de hacer movilidad geográfica de los trabajadores por 
parte del empresario, ni una posibilidad arbitraria de establecer modificacio-
nes sustanciales en las condiciones de trabajo. En ambos artículos, el 40 y el 41 
dicen exactamente que "requerirá la existencia de razones económicas, técni-
cas, organizativas o de producción que lo justifique". ¿Q!.ié ocurre si existen esas 
razones y el trabajador afectado en el caso de la movilidad geográfica, no 
obstante el empresario tiene razón, decide rescindir su contrato de trabajo, 
cifrándose la indemnización en 20 días de salario por año de servicio, con un 
tope de 9 mensualidades?. En el articulo 41, cuando existan todas esas razones 
se hace, una distinción muy compleja, que habría que analizar y llevaría mucho 
tiempo, entre lo que es modificación sustancial de las condiciones de trabajo de 
carácter individual y de carácter colectivo. Pero, no obstante, en cualquier caso, 
demostradas las razones económicas, técnicas, productivas, etc, del empresario, 
el trabajador afectado, puede rescindir su contrato de trabajo con una 
indemnización también cifrada en 20 días de salario por año de servicio, con 
un máximo de 9 mensualidades. 
Por lo tanto, y aunque esto, suene a demagógico pero, en ambos casos, 
probando la existencia de las causas, el empresario puede llegar el caso de que 
pague por tener razón. 
En la extinción del contrato de trabajo, ¿Q!.ié supuestos formales y qué 
supuestos reales se han llevado exactamente a la Ley?. Los supuestos formales 
son los que establece el articulo 51, y el apartado c) del articulo 52, en relación 
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con los denominados despidos colectivos, antes despidos por causas tecnológi-
cas, económicas y fuerza mayor. La enunciación, la cuestión formal es la 
denominación de los despidos colectivos y la definición de lo que son despidos 
colectivos, es decir, los que afectan a un determinado numero de trabajadores 
en un determinado período de tiempo y por causas no imputables a los 
trabajadores. 
¿Qye modificación se ha producido, además, en el artículo 51 del Estatuto 
de los Trabajadores?. Pues la modificación que se ha producido es, en realidad, 
de pro"cedimiento sin embargo, continúa vigente la autorización administra-
tiva y continúa vigente, puesto que no se ha reducido en un ápice, la 
indemnización cifrada en 20 días de salario por año de servicio, con un limite 
de 12 mensualidades. 
En cuanto a los denominados "despidos por causas objetivas", es decir, a «la 
extinción de los contratos por causas objetivas», que son causas económicas, 
organizativas, tecnológicas o de producción, cuando afecte a menos trabajado-
res que los que establece el artículo 51, lo que ocurre aquí es que el trabajador 
en este caso puede, no obstante, a pesar de existir esas causas probadas, reclamar 
como si se tratara de un despido improcedente. Además no se ha producido 
ninguna modificación en la extinción del contrato de trabajo por causas 
objetivas, la indemnización sigue fijada, como antes, en 20 días de salario por 
año de servicio con un limite de 12 mensualidades. Por tanto no ha habido 
ninguna disminución en el coste del despido en la Ley. 
En el despido disciplinario, aquél que se basa, como dice la ley, en el 
"incumplimiento grave y culpable del trabajador", la única modificación que 
se ha producido ha sido la de que en los convenios colectivos se pueden 
introducir más requisitos formales que los que ya establece el artículo 55 del 
propio Estatuto. No ha habido, pues, ninguna disminución en éste, en la 
indemnización en caso de no readmisión del despido declarado improcedente, 
sigue cifrada en 45 días de salario por año de servicio, con un limite de 42 
mensualidades. La única modificación que ha habido, es lo que podríamos 
decir el "parón" o la parada del período de los salarios de tramitación cuando 
el empresario reconoce, en la vía administrativa previa, que el despido es 
improcedente. 
Pues bien, conectando ahora todo esto con lo que denominamos y técnica-
mente se denomina, la "alta tasa de temporalidad" nos podemos preguntar 
¿Por qué la alta tasa de temporalidad?. Hay que preguntar inmediatamente 
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varias cuestiones, ¿quién es el que contrata?, ¿cómo se crean los empleos?, 
¿cuánto cuesta un nuevo empleo?, porque a veces parece que se está hablando 
de que los empleos se crean solos o que éstos se reproducen automáticamente. 
¿Q!lién es el que contrata?, ¿quién es el que crea empleo?, naturalmente el que 
crea empleo es el empresario, las Administraciones Públicas ya no pueden 
absorber más trabajadores, es imposible, puesto que eso genera un alto déficit 
público, y esto es una de las causas estructurales de la situación económica que 
tenemos en nuestro país. 
Está claro que la formula imaginativa de 1984 de los contratos temporales 
como medida de fomento de empleo, ahora prácticamente extinguida, fue 
porque el empresario no contrataba por el alto coste indemnizatorio del 
despido, entre otras cuestiones. Al decir ésto inmediatarnente se me puede 
imputar que lo que preconizan las organizaciones empresariales es el despido 
libre, es decir, el "váyase usted a casa". Ni mucho menos, el despido en España, 
es decir, la extinción del contrato de trabajo, la extinción de cualquier contrato, 
como dice el Código Civil, no puede dejarse al arbitrio de uno de los 
contratantes y, en cambio, en el Derecho del Trabajo eso sí es posible, ¿cuándo?, 
cuando exista una causa justificada. Lo único que sucede es que en la extinción 
del contrato de trabajo por causas objetivas es enormemente compleja de 
demostrar, desde el punto de vista procesal, tal existencia de la objetividad. No 
hay más que leer el articulo 52 del Estatuto de los Trabajadores. También es muy 
dificultoso el demostrar el incumplimiento grave y culpable del trabajador. 
Entonces, claramente, la fórmula de los contratos temporales como medida de 
fomento de empleo introducida en 1984 se ha utilizado como vía alternativa 
a los contratos por tiempo indefinido porque: en primer lugar, el empresario 
en general no es siempre las "n" empresas grandes que haya en España que, 
desde luego, como todos sabemos son pocas, sino que el empresario, fundamen-
talmente, es el empresario pequeño y mediano, refiriéndome con ello, en este 
caso, a empresas de hasta 25 trabajadores. A partir de 25 trabajadores la empresa 
tiene una cierta dimensión sin que eso quiera decir que se la considere como una 
gran empresa, evidentemente que no. 
En el momento de estudiar un nuevo contrato, cuando analiza el coste del 
mismo, es cuando un empresario se plantea, se plantea qué sucede si ese 
trabajador no funciona tras el período de prueba, ¿puede desprenderse de ese 
trabajador?, ¿cuánto le va a costar desprenderse de ese trabajador que no le 
funciona en la empresa?, no porque tenga animadversión hacia la persona del 
67 
trabajador, que no existe nadie con esos prejuicios sin causa. Bien, hace 
números y en el caso de que tenga que prescindir de ese trabajador, o bien tiene 
que demostrar una causa objetiva, diflcilmente demostrable en la vía judicial, 
o bien, tiene que utilizar la vía rápida; y la vía rápida es pagar 45 días por año 
de servicio, no hay otras consideraciones. 
Por lo tanto, entrada y salida del trabajo deben estar relacionadas para que 
se creen las expectativas necesarias como para que el empresario, sea individual 
(que son la mayoría), o persona jurídica pueda plantearse el hecho de contratar 
a un trabajador. Porque podríamos hacer otra pregunta, ¿quién ésta obligado 
a invertir en un sistema de mercado, de economía de mercado y libertad de 
empresa que preconiza el artículo 38 de la Constitución?. ¿Es obligatorio 
invertir, es obligatorio que los beneficios, si es que existen, se reinviertan?, yo 
creo que, desde el punto de vista económico empresarial es obligatorio invertir, 
pero es obligatorio invertir si se quiere mantener la empresa, si no se invierte, 
evidentemente, no se mantiene la empresa. Pero, a la hora de hacer números 
el empresario se plantea, por ejemplo, por qué desde el día cuarto al decimo-
quinto de la prestación por incapacidad laboral temporal transitoria la tiene 
que pagar él. Cuando se introdujo esta reforma en la legislación de la Seguridad 
Social, muchos se preguntaron cómo era posible que si empresario y trabaja-
dor, en caso de los trabajadores por cuenta ajena, están pagando una cuota que 
obligatoriamente el Estado le hace pagar para trasladar la responsabilidad a un 
·ente asegurador, que en este caso es también estatal, que es la Entidad Gestora 
de la Seguridad Social, cuando sucede una contingencia, en este caso de índole 
común de un trabajador suyo, cómo es que también ha de pagar la prestación 
Poniendo un símil simple, sería el caso de un propietario de un coche asegurado 
en una compañía de seguros a todo riesgo, sin ningún tipo de franquicia, que 
ante cualquier siniestro la Compañia de Seguros unilateralmente decide que 
una parte del arreglo se la tiene que pagar el asegurado. Bueno, pues ésto, lo 
mismo sucede con la ILT, con esta modificación que, por cierto, cuando 
plantearon las cuestiones de inconstitucionalidad por algunos jueces de Balea-
res y de Canarias el juicio se planteo erróneamente no era por el artículo 41 de 
la Constitución por lo que era inconstitucional esa reforma, que para nosotros 
lo sigue siendo, sino porque se incide en la arbitrariedad de los poderes públicos 
que prohibe expresamente el articulo 9.3 de la Constitución. Y otra pregunta 
en relación a este sentido, por qué sólo 11 días de la situación de ILT, por qué 
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no 6 meses o por qué no toda la prestación o por qué no la ·invalidez 
permanente, o por qué no la jubilación a cargo del empresario, se hizo por un 
Decreto Ley. Lo que tipifica la Ley actualmente es que el empresario ha de pagar 
los 11 primeros días de prestación que van del 4º, que es cuando comienza la 
prestación, al decimoquinto, pero esos números también los tiene que hacer el 
empresano. 
En definitiva, con independencia de las grandes empresas, ¿cuánto le cuesta 
contratar a un pequeño taller o a un pequeño comercio?. Esos son números que 
el empresario pequeño y mediano se hace y así relaciona entrada en el mercado 
de trabajo con extinción y, sin lugar a dudas, si bien es claro que las leyes 
laborales no crean el empleo, evidentemente lo condicionan. 
En la intermediación del mercado de trabajo aparecieron dos fórmulas, en 
primer lugar, las empresas de trabajo temporal y, después, las llamadas agencias 
de colocación sin fines lucrativos, no las agencias privadas de colocación, sino 
las agencias de colocación sin fines lucrativos. En cuanto a las empresas de 
trabajo temporal era una necesidad evidente que debían regularse en España 
por dos razones: en primer lugar, para evitar la competencia desleal, para evitar 
la piratería en este subsector y, en segundo lugar, por una razón evidente, 
porque las empresas de trabajo temporal ni crean ni añaden, ni reducen el 
empleo, lo que hacen las empresas de trabajo temporal es, en un segmento 
concreto de la demanda, intermediar rápidamente ofreciendo a un trabajador 
ya formado, un puesto de trabajo que, de duración determinada, necesita una 
empresa. Para sustituir las bajas por ILT precisamente, las épocas de servicio 
militar o prestación social sustitutoria, las maternidades de la mujeres trabaja-
doras, etc. Por lo tanto, las empresas de trabajo temporal ni quitan ni añaden 
empleo, simplemente intermedian rápida y eficazmente cuando una empresa 
necesita buscar un trabajadór para sustituir un puesto de trabajo que requiere 
una determinada formación o una determinada cualificación. Con la posibi-
lidad, además, de que ese trabajador puede quedarse en la empresa cliente y, 
curiosamente, a quien más le cuesta el servicio de las empresas de trabajo 
temporal no es a los trabajadores es a las empresas clientes, que es mucho más 
caro contratar a un trabajador a través de una empresa de trabajo temporal, 
pero al mismo tiempo más rápido, vaya lo uno por lo otro que, evidentemente, 
ir a los servicios públicos de empleo o a los servicios de colocación sin ánimo 
de lucro. 
Sobre estos servicios, la Ley 10/1994 de 19 de mayo estableció la posibilidad 
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de que existieran agencias de colocación sin fines lucrativos, que nadie ha 
definido qué se entiende por "sin fin lucrativo", pero resulta que especialmente 
desde instancias públicas, se está poniendo enorme énfasis en que las agencias 
de colocación sin fines lucrativos y una figura nueva que acaba de ser regulada 
a través de un Real Decreto, las entidades asociadas a los servicios integrados 
para el empleo, son algo fundamental para crear empleo y para que los 
trabajadores encuentren un trabajo. Ya de hecho hace poco el Consejo General 
del INEM aprobó, digamos que casi más por asentimiento que por otra cosa, 
el Servicio Catalán de Colocaciones que va a cobrar tanto a trabajadores como 
empresarios y proviene de una instancia pública, de la Generalitat de Cataluña. 
Pues bien, todo el mundo habla hoy de la intermediación del mercado de 
trabajo para adecuar la oferta a la demanda o realmente se enmascara como 
que la intermediación es la base de la colocación y el problema esencial no es 
cómo colocarse, el problema es dónde colocarse. El problema no es la 
intermediación, el problema es dónde se trabaja. Si hay empleo, si hay 
empresas, si hay empresas estables que puedan ofrecer contratos de trabajo, 
pues habrá colocación pero si no hay dónde colocarse, por mucha intermediación 
que haya pues, realmente, no va a ser posible ésta. 
El último gran bloque de la Reforma es en las relaciones colectivas, es decir, 
en el Titulo 111 del Estatuto de los Trabajadores sobre la negociación colectiva. 
¿~é reformas se han introducido?. Cuesta trabajo comprenderlo, porque el 
enrevesado sistema de técnica reformadora es más que discutible. Parece algo 
así, como que se ha metido la Ley en el ordenador, se ha borrado un párrafo 
se ha puesto otro, pero se ha dejado el que estaba antes y después, con lo cual, 
la conexión de lo nuevo con lo anterior es de dificil encaje. 
Realmente, la Ley ha hecho algo que ya establece el articulo 37 de la 
Constitución y antes que el articulo 37, el propio artículo 7 de la Constitución 
cuando proclama que sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales 
contribuirán a la defensa de los intereses económicos y sociales que le son 
propios. Intereses económicos y sociales que le son propios, de ambos, porque 
a veces se suele decir que sólo los sindicatos representan intereses sociales y que 
sólo las asociaciones empresariales representan intereses económicos. No es 
cierto, de ninguna manera, a mi modo de ver, los sindicatos de trabajadores 
representan intereses económicos y sociales o sociales y económicos, como 
ustedes quieran, y las organizaciones empresariales exactamente lo mismo, 
económicos y sociales o sociales y económicos, ambas instituciones, ambos 
70 
sujetos colectivos los que le son propios. 
Pues bien, articulo 7 y articulo 37 de la Constitución lo que hacen es que 
junto con los demás poderes del Estado facultan a determinados sujetos a que 
se hagan, a que se doten asimismo de normas. Esto es sencillamente la 
definición de autonomía colectiva, la capacidad de autodotarse de normas por 
parte de sujetos colectivos. Lo que ha hecho la Reforma, insisto que con dificil 
formulación terminológica, ha sido, especialmente, concebir una negociación 
colectiva que, esencialmente, tenía un planteamiento estático, es decir, era muy 
&ágil referirse a lo que ya estaba en la ley, sin necesidad de negociar para nada 
lo que ya estaba ahí, a un planteamiento dinámico de negociación colectiva, 
que es, por fin, dar mayoría de edad a los sujetos colectivos que son, el 
empresario individualmente considerado, cuando se relacione con los repre-
sentantes de los trabajadores o con los sindicatos; las organizaciones empresa-
riales; los representantes de los trabajadores en las empresas y los sindicatos 
dentro y fuera de las empresas. Esos son todos los sujetos colectivos a los que la 
Ley, en esta extracción que de ella se puede hacer, da mayoría de edad para que 
negocien las condiciones que han de regular, como dice el articulo 82, las 
condiciones de trabajo y de productividad. Y lo hace con una referencia, 
fundamentalmente, contractual, pero no elimina todo lo que estaba antes que, 
es uno de los problemas que a juicio de las organizaciones empresariales es 
fundamental, el de la no extinción. Nunca morían los contratos colectivos, es 
decir, los contratos colectivos de trabajo, los convenios colectivos al amparo de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, nunca se extinguen. Ahora hay una 
posibilidad, pero no una posibilidad unilateral, sino una posibilidad pactada; 
lo que comúnmente se denomina "ultraactividad o ultravigencia" de un 
convenio colectivo puede suprimirse si así lo han pactado las partes, ambas 
partes, no una y otra, no imponiendo una u otra. Esta si que es una cuestión 
que, a nuestro juicio, sí que se puede extraer del texto de la Ley. No imponiendo 
las cuestiones a negociar una a otra, ninguna de las dos a la otra, sino, 
realmente, negociándolas. 
Así pues el fin de la "ultraactividad" es una cuestión que solamente se puede 
hacer como posibilidad, pactándola previamente en el propio convenio 
colectivo, no como carácter imperativo de una de las partes. 
Por lo tanto, en los aspectos de negociación colectiva se abre la posibilidad 
de que los convenios colectivos, que son cuerpo de contrato y alma de Ley, 
finalicen en un momento determinado. En ese momento lo que ocurre es que 
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la referencia de la regulación de las relaciones será la Ley. 
Otra posibilidad que denota una técnica jurídica cuestionable, es la del 
articulo 84 del LET, que realmente ha supuesto una potencial, puesto que está 
por ver, distorsión en casi todo el territorio nacional de la negociación 
colectiva, ya que el principio de que el convenio colectivo es de eficacia general 
o erga onmes, es decir, que afecta a todos aquellos que estén bajo su ámbito de 
aplicación, queda muy en duda cuando leemos el artículo 84, párrafo segundo 
del Estatuto al decir que, no obstante, lo que se había establecido, convenios 
colectivos de ámbito inferior, siempre que haya partes legitimadas para ello, 
podrán modificar lo establecido en un convenio colectivo de ámbito superior, 
en todo caso de ámbito superior a la empresa. Bien, ésta es una cuestión que, 
potencialmente, puede crear enormes problemas en todo el territorio nacional, 
excepto en el País Vasco que es de donde proviene la reforma y que allí, pues 
claramente, organización empresarial, organizaciones sindicales y Gobierno 
del País Vasco dicen que la norma del articulo 84 ha solventado todos los 
problemas en materia de negociación colectiva, por lo menos, segun dicen, ha 
eliminado conflictividad. 
Bien, después de todo esto, y después de este análisis yde estas puntualizaciones, 
sobre todo en cuanto a quien contrata, por cuánto tiempo, cómo, cuánto cuesta 
una contratación y cuánto cuesta la extinción del contrato de trabajo, hay que 
insistir también en que las normas laborales ni son las que crean empleo ni son 
las que lo eliminan, pero, evidentemente, lo condicionan. Sin embargo, lo 
fundamental es que van de la mano del proceso económico y van de la mano 
de las situaciones estructurales, especialmente en nuestro caso, de los 
desequilibrios existentes en España que se identifican, o se pueden identificar 
fácilmente, entre otros, con el déficit público, la deficiente infraestructura 
viaria de nuestro país y la intervención en los precios de productos y servicios 
monopolizados y, sobre todo, el diferencial de inflacción con respecto a la 
media de la Unión Europea. 
Es evidente que, para alguien que tiene la posibilidad de invertir en la 
generación de puestos de trabajos, lo que se plantea primeramente es invertir 
en una situación evidentemeµte, siempre de riesgo pero, por lo menos, de no 
expectativa negativa. Nadie está obligado a invertir en el sentido estricto. Si una 
empresa ya creada quiere proseguir, si el empresario quiere proseguir con esa 
empresa, deberá invertir los beneficios, si es que éstos se han producido y, desde 
luego, globalmente para que el empleo se cree pasa por una cuestión ineludible 
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yyo creo que incuestionable. Para que se cree empleo lo primero que se tiene 
que crear son empresas y estas empresas tener una vocación de perdurabilidad, 
unas expectativas de perdurabilidad como para que haga que el empleo sea 
estable si la empresa es estable. 
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